
En las últimas semanas han surgido en varios países
de la región centroamericana reflexiones o
propuestas para cambiar el sistema político
presidencialista por un sistema “parlamentario” o
“semi-parlamentario”, que tenga como figura un
primer ministro, en torno al cual recaerían decisiones
administrativas que en la actualidad competen al
Presidente y que el Parlamento tenga funciones más
determinantes en la conducción política del país.

Aparte de las reflexiones sobre nuestra cultura
política y la pregunta que si nuestros sistemas
políticos están preparados para experimentar tales
transformaciones luego de una tradición
presidencialista, causa, efecto o herencia de los
autoritarismos sufridos durante muchas décadas, lo
que debiera prevalecer en estas reflexiones o
propuestas es el interés sincero de que los gobiernos
o instituciones públicas respondan a las demandas
de la población, que haya participación a la sociedad
civil, que se trabaje basándose en consensos y
concertaciones de todos los sectores que permitan
la edificación del bien común y no sólo el bien de
grupos.

Se trata en esencia del fortalecimientos de la
democracia y del Estado de Derecho mediante la
consolidación de las distintas instituciones
democráticas para que existan pesos y contrapesos,
y limitar el poder, en muchos casos abusivo y
contrario al bienestar general; se deben eliminar los
privilegios a ciertos sectores, y sobre todo que el

modelo debe incluir la potestad de la población de fiscalizar
y velar el actuar honrado y transparente de los
gobernantes.

Si se aboga por un sistema “parlamentario” porque un
partido de gobierno domina el Parlamento y quiere
sostenerse como la fuerza dominante, tal es el caso de
Guatemala; o porque un Presidente pasa a ser
parlamentario luego de terminar su mandato, tal es el caso
de Nicaragua; entonces estamos distorsionando la buena
intención que deben llevar los deseos de mejorar nuestros
sistemas políticos.

Mejor planteada parece la propuesta de Costa Rica, que
busca como objetivo el hacer prevalecer los balances de
poder, buscando que las instituciones de la democracia
asuman compromisos concretos de hacer avanzar la
gestión pública a favor de la población. Aquí habría más
transparencia y posibilidades de fiscalización social, y se
estaría perfeccionando la democracia.

En todo caso, estamos convencidos de que hay que
transformar los sistemas políticos que hoy imperan en la
región, pero esta transformación no debe llevarse a cabo
por razones coyunturales o de moda, o mucho menos
por favorecer personas o partidos, sino debe impulsarse
en procesos serios, compartidos, con debates profundos,
escuchando a todos los sectores, estudiando los ejemplos
de otros países, y sobre todo pensando que el fin último
de un sistema político es el bienestar de la nación y de
cada uno de sus ciudadanos, sin las exclusiones y
marginamientos que hasta hoy ha vivido la región.
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